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("Bo/elill OfiCIal de la Junta de Anda/l<cía» numero J /2. de 28 de flO"ie,ubre
de 1985)

LA RIOJA

CASTILLA-LA MANCHA

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-La primera oferta de empleo,será la del año 1987.
Segunda.-Se autoriza al Consejo de Gooierno para el desarrollo

reglamentario de la presente Ley..

Sevilla, 28 de noviembre de 1285.'
El Consejero de la Presidencia.
ANGEL M. LOPEZ y LOPEZ

LEY de J3 de noviembre de 1985, del Patrimonio de
la Comunidad Antónoma de,Caslilla·La ,~ancha.

26400

El P~idenle de la Junta de Andalucia.
JOSE RODRIGUEZ DE LA 80R.BOLLA

y CAMOYAN ,

RESOLL'CIO/'I de 28 de oClubre de 1985.' de la
Consejería de Industria y Comercio. por la que se
autoriza la instalación eléctrica que 5e cita v se declara
su utilidad pública: .

Cumplid?s .105 .trámites reglamentarios en el expediente
AT-20.564, Incoado en esta Consejería; a instancia de «Electra de
Logroño, Sociedad Anónima». con domicilio en Logroño. carretera
circunvalación, solicitando autori.~ación administrativa y declara­
ción de utilidad publica. a los efectos de imposición de servidum­
br~ de paso. de la instalación eléctrica cuyas características técnicas
principales son la~ siguie~tes:. . ~ . ..

Consolidación de-Ia linea a 13.2 KV, «Ci~cunvalación 5uo>, en­
Calahorra. consistente en sustituir los apoyos actuales de madera
por otros de hormigón y 'Uno metálico; eliminando la varilla de
cobre por cable alumimo-acero de 116,2 milímetros cuadrados.
Tendrá una longitud de 3..420 metros, con -origen en la ETD
«Calahorra», y final en su apoyo número 33.. . . • .

La finalidad de estas instaladónes es mejorar la distribuci6n de
energía en la zona:

Esta Consejería, en cumplimiento de lo dispuesto en los
Decretos 2617 y 2619/1966, de 20 de octubre; Ley 10/1966, de 18
de .marzo; Decreto 17-75/1967, de 22 d~ julio; Ley de 24 de
nOViembre, de 1939; Reglamento de Líneas Eléctriéas de Alta
Tensión de 28 de noviembre de 1968. y Reglamento de Estaciones
Transformadoras de 23 de febrero de 1949, ha resueito autorizar la
instalación solicitada y declarar la utilidad pública de la misma a
los efectos de imposición de servidumbre de paso. en las condicio­
nes, alcance y limitaciones que establece el Regl~R1ento de la Ley
10/1966. aprobado por Decreto 2619/1966. . ..

Logroño. 28 de octubre de 1985.-El Consejero, Emilio Pérez
Ruiz.-7.396-15 (83695). •.
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EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE COMUNIDADES DE CASTILLA­
LA MANCHA

Hago saber a todos los ciudadaños de la región-que las Cortes
de Castilla-La Mancha han aprobado la Ley 6/1935, de 13 d,
noviembre. del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Casti
Ha-La Mancha.

2. Asimismo, los funcionarios procedentes de otras Adminis­
traciones Públicas que, a la entrada en vi~or de la presente Ley,
estuviesen desempeñando puestos de trabajo en la Administración
{de la Comunidad Autónoma de Andalucia, en situación adminis­
trativa. de supernumerario o cualquier otra situación s~ilar, asi
como en comisión de servicio, respecto a su Administración de
origen, podrán solicitar la regularización de su situación en el plazo
de tres meses,-contados a partir de la entrada en vigor de la misma.
integrándose plenamente en la organización de la Función Pública
de la J u'nta de Andalucía. _ .

Octava.-Hasta que -se produo¡cd la oferta de empleo de acuerdo
con la disposición final pnmera podrá procederse a la convocatoria
de ofenas parciales de empleo público, si las necesidades del
servicio así lo aconsejasen.' I

Igual vigencia retroactiva tendrá la normativa que sobre conso~

Iidación de grado se dicte al amparo de la adicional tercera 'de esta
Ley.

.2. - Hasta el momento de la cpnsolidación de este grado los
procedimientos de provisión de puestos de trabajo se resolverán sin
consideración a grado personal alguno.

3. [n ningún caso se puede consolidar un grado' que no
corresponda a uno de los niveles propios del intervalo asignado al
Cuerpo del funcionario. No obstante. si un funcionario desempe­
nase un puesto o puestos de trabajo distintos de los que correspon­
den al intervalo de su Cuerpo durante el tiempo ex..igi\íte para·
consolidar un grado, se entenderá que ha consolidado el nivel
máximo o el nivel mínimo del intervalo del Cuerpo, según que los
puestos de referencia se encuentren clasificados por encima °por
debajo del intervalot •

Quinta.-l. 'En el plazo de seis meses, contados a partir de la
publIcación de la presente Ley, se aprobará un ResIamento de
selección de personal y provisión de puestos de trabaJO, en el que'
se regularán los distintos sistemas de selección mediante un
procedimiento abreviado que, sin merma de los intereses públicos
y de la'i garantías personales de los afectados. permita que,las
pruebas finalicen antes de los .seis meses posteriores a la conyoca­
toria.

2. Mientras se aprueba este Reglamento, las oposiciones y'
concursos que hayan de celebrarSe se ajustarán al vigente Regla­
mento de 19 de diciembre de 1984, en cuanto no se oponga a esta
Ley. con las siguientes precisiones: ~) únicamente será precisa la
publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» de la
convocatoria, en la que aparecerá la Comisión que h~ de resolver
las pruebas. pudiendo comunicarse directamente a los interesados
las demás resoluciones individuales o mediante anuncio en los
tablones de una oficina pública. especificadós en la convocatoria;
b) las Comisiones empezarán a actuar dentro de los Quince días
siguientes a la aprobación definitiva de las listas de aspirantes
admitidos; e) los Presidentes serán personalmente responsables del
cumplimiento de los plazos; d) no se interrumpirán las actuaciones
por masistencia de los 'Vocales, ~on tal que exista mayoría, en la
Comisión; e) no se interrumpirán las actuaciones por inasistencia
del Presidente Que será sustituido automáticamente por el suplente.
cualqüiera que sea el estado del procedimiento, y f) en los
Tribunales tendrán representación las.~Centrales ,Sindicales de
mayor implantación y representatividad en el territorio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía

Se-xta.-t'. El personal contratado administrativo que esté ocu­
pando puestos de trabajo en la Administración de la Comunidad
Autónom~ a la entrada .envigor de la presente Ley adquirirá
automáticamente la condición de interino. En -dicha situación
permanecerá, comO máximo, hasta que el puesto sea provisto Por
funcionario de carrera o suprimido en la relación de' puestos de
trabajo, sin más derechos que los Que' se le reconocen en los
apartados siguientes.

2. Quienes estén prestando o hayan prestado servicios- como
contratados administrativos de' colaboración temporal o como
funcionario de empleo interino eQ la Función Pública de la Junta
Andalucía, y participen en las correspondientes pruebas de acceso.
tendrán derecho a Que se les. tenga en cuenta, como méritos
específicos del baremo de la convocatoria, los servicios efectivos
prestados en la Administración Pública, siempre que el nombra­
miento de los funcioanrios de empleo interinos se hubiera produ­
cido coo anterioridad al oía 23 de agosto de 1984, o como
consecuencia de et>ntratación administrativa de colaboración tem­
poral. .

1 El Consejo de Gobierno podrá convoca!' pruebas específicas
de acceso a la Función Pública de' la Junta de Andalucía. para el
personal al Que sea de aplicación lo previsto en el Decreto
153/1982, de 22 de diciembre, asi como para el que habiendo
superado las pruebas selectivas, celebradas en virtud de convocato­
rias publicadas por la Comunidad Autónoma con anterioridad al
día 23 de agosto de 1984, esté ocupando puestos de trabajo con
contratos administrativos de c,olaboración temporal, sin perjuicio
de que, al amparo de 10. previsto en el apartado 1, hubiese
adquirido la condición de interino.

Séptíma.-l. Los funcionarioS propios de las Corporaciones
Locales de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Que a la entrada
en vi$or de la presente _Ley estuviesen desempeñando puestos· de
trabajO en la Administración de la misma, adquirirán la condición
de funcionarios de la Junta de Andalucía, integrándose plenamente
en la organización de su Función Pública y agrupándose en los
Cuerpos que proceda, y en todo caso en los grupos establecidos en
el anlculo 25 de la Ley 30/1984.

Dichos funcionarios pennanecerán en su Corporación Local de
origen en la situación administrativa especial de servicios. en la
Comunidad Autónoma de Andalucía, Que les permite mantener
respecto de aqTlélla todos sus derechos como si se hallaran en
servicio activo.
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Por consiguiente, al amparQ' del artículo 12, número 2, del
Estatuto de AUlono"mía, aprobado por Leoy orgánic.a 9/1982, de 10
de agosto, en nombre del Rey, promulgo y ordeno la publicación
en el «Diario Oficial de la Comunidad Autónoma» y su remisión
al «Boletín Oficial del Estado» de la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía establece en su artículo 43 que el
régimen juridico del tmtrimonio de la Comunidad Autónoma, así
como su. administraClón, defensa y conservación serán regulados
por una Ley' de las Cortes de Casti1la~la _Mancha.

En cumplimiento de este mandato estatutario, esta Ley regula
las condicionrs de los diferentes bienes y derechos que lo integran,
así como Su administración, defensa y conservación.

Al ser norma de rango legal, se ordenan en ella los elementos
fundamentales del patrimonio y de su gestión, no dándose precep­
tos qut-, por su contenido detallado, son propios del rt"glamento que
la desarrollarl.

Sentadas las premisas de la existencia de una potestad de la
Comunidad Castellano-Manchega sobre su patrimonio, pare,e
conveniente analizar las causas que han llevado a apreciar la
necesidad de legislar -sobre esta materia.

Como ya se ha señalado, existe un patrimonio propio que no
sólo-debe conservarse adecuadamente, sino que constituye una
fuente de financiación.

El ordenamiento jurídico'estatal, cuidádoso en cuanto a conse~
guir una adecuada gestión del patrimonio a través de una buena
orpnización del mismo, de un control más perfecto, de" una
depuración juridica correcta de los bienes y de una afectación
conveniente de los mismos a los servicios públicos correspondien·

Iptes, resulta, en cambio, genérico al tratar de aspecto financiero del
mismo. Es por'o que los dos objetivos que persigue esta Ley son:
la defensa de los bienes de la región y su g.estión adecuada, tan to
en el ámbito juridico como en el flnanciero.

Su~ contenido y estructura son los siguientes:
En el capítulo I se define ampliamente el alcance del patrimonio

de la Comuni.dad, estableciendo la titularidad üni.ca, sin perjuicio
de que la gestión se lleve a cabo por los regímenes administralÍvos
mAs adecuados a cada caso.

Se detalla el régimen juridico de los bienes y derechos que
constituyen este PatrimonIo; ,

Su gestión se centraliza, fondamentalmente, en la Consejeria de
Economía y Hacienda, y en todas aquella~ Consejerías, Organismos
y Entes que precisen adscripción de bienes patrimoniales.

Se regula el inventano general de los bienes y derechos que
forman el patrimonio de la Comunidad Autónoma y, paralela­
mente al mismo, una contabilidad patrimonial que permita seguir,
en todo momento, la gestión de estos bienes '1 derechos. En
estrecha conexión aparece la obligación de actualIzar anualmente
este inventario, así como el darlo a conocer públicamente en la
foona que el Consejo de Gobierno reglamentariamente determine.

Quedan así fijadas las grandes líneas de defensa del patrimonio
de la Comunidad Autónoma. finalizando con una referencia a los
privilegj.os que la misma Comunidad oStenta. La última sección de
este .capítulo regula una forma de protección indirecta, cual es el
establecimiento de responsabilidad y sanciones para quienes cau·
sen perjuicios al patrimonio y dominio público, sean o no
fiJllcionarios.

El capítufo.II está dedicado a la utilización del dominio público,
cuya finalidad primordial es servir directamente a las necesidades
sociales, prestando permanentemente un servicio público, o
estando afectas a un uso también público. Se regulan las condicio­
nes mínimas para las autorizaciones y concesiones.

El capítulo nI trata el régimen y utilización 'del dominio
privado. Sus tres secciones pretenden recoger los pasos Que
lógicamente recorre un b_ien desde que ingresa en el conjunto del
patrimonio, es decir desde su adquisición, hasta que sale de ese
conjunto por enajenación, cesión o permuta. Y ello sin olvidar el
momento más Imponan~e, que es el tiempo que pemuncce
formando pane integrante de los bienes patrimoniales autonómicos
y durante el cual debe ser utilizado y aprovechado con el criterio
de mayor rentabilidad. Especial atención merecen las actividades
mercantiles, acordes con los actuales rumbos de la economía y sus
repercusiones sociolaborales.

CAPITULO PRIMERO

'Normas'generales
. .

SECCIÓN},a CONCEPTO, RÉGIMEN Y ORGANIZACiÓN

ATt.},o El patrimonio de la Comunidad.Autónoma de Casti~
Ila·1.a Mancha está constituido por todos los bienes y derechos que
le pertenecen por cualquier título.

Art. 2.° . Los bienes de esta Comunidad AU·i.)~loma se
clasifican en bienes de dominio público o demaniales y bienes de
dominio pn vado o patrimoniales.

An. 3. 0 1. Son bienes de dominio público de la Comunidad
Autónoma de Castilla-La Mancha los destinados al u~o general o
a los servicios públicos y aquéllos a'los que una 1.ey otorgue
expresamente este carácter. .

2. Los edificios en los que se alojen órganos de la Comunidad
Autónoma se considerarán en -todo taso destinados al uso o
servicio público.

Art. 4.l> Son bienes de dominio privado de la Comunidad
Autónoma: .

'1.0 los' bienes propiedad de la misma que no se hallen
destinados al uso o servicio público.

2.° Los derechos reaJes y de arrendamiento, y cualquier otro
sobre CQsa ajena.

3.° Los derechos de propiedad incorporal.
4. o Las acciones, panicipaciones y obligaciones en Soc.iedades

de carácter público en que mtervenga la Adminiiuación de la
COmunidad Autónoma, sus Organismos Autónomos o sus Socieda­
des Regionales.

5.° Los derecha,s derivados de la titularidad de los bienes de
dominio privado.

6.° Cualquier otro cuya titularidad corresponda a la Comuni­
dad Autónoma.

An. 5.° Los bienes y derechos del patrimonio de esta Comuni·
dad Autónoma se regirán por la presente Ley y su reglam""to, y
subsidiariamente, por las normas de derecho publico o derecho
privado.

Art. 6.° 1. La administración del patrimonio de la Comuni­
dad Autónoma, _así como su repre~ntación extrajudi.ial, corres­
ponden a la Consejería de Economla y Hacienda, a través de la
Dirección General de Hacienda y de las unidades administrativas
del patrimonio de sus Delegaciones Provinciales.

2. El Consejero de Economía y Hacienda podrá proponer al
Consejo de Gobierno que en los casos que reglamentariamente se
determine, dichas facultades sean íransferi4;ts a otros órganos de la
Comunidad Autónoma. .

3. La representación en juicio corresponde al Gabinete juri~
dico a traves de los Letrados que integren su plantilla o estén
expresamente habilitados para eHo, de acuerdo con la Ley 6/1984,
de 20 de diciembre, de la Juilta de Comunidades de Castilla·La
Mancha.

Art. 7.0 l. COTTesponderá a las Consejerías, a sus Org.;inis­
mos AutóIÍomos y a las Sociedades Regionales de la Comunidad"
Autónoma la adquisición de los bienes y derechos Que utilicen, con'
la competencia y facultades que les reconoce esta Ley.

2. En todas las Consejerías se crearán unidades especiales que
mantengan ·la coordinación precisa con la Dirección General de
Haciendá y cuantas relaciones sean necesarias para el orden de los
bienes de la Comunidad Autónoma.

Art. 8.° Los bienes y derechos adscritos a las Cortes de
<:'astilla-La Mancha pertenecen al patrimonio de la Comunidad
Autónoma, ostentando sobre ellos la Cámara las mismas compe­
tencias y facultades que el Gobierno y los ConsejerQS en sus
respectivos ámbitos. .

An. 9.° l. El inventario general de bienes y derechos de la
Comunidad Autónoma se llevará por la Dirección General de
Hacienda.

2. El inventario general comprenderá todos los bienes y
derechos de dominio publico y privado a los que se refieren los
artículos 3.° y 4.° de esta Ley, excepto aquellos bienes y derechos
cuyo valor unitario sea inferior a 25.000 pesetas.

3. Las Consejerías, Organismos y Entes públicos confecciona·
rán el inventario de los bienes y derechos de que sean titulares,
utilicen . o tengan adscritos, y proporcionarán a la Dirección
·General de Hacienda cuantos datos le sean necesarios para la
formación y puesta al día del inventario general.

Art. 10. l. La Dirección General de Hacienda inscribirá los
bienes y derechos de la Comunidad Autónoma en el Registro de )a
Propiedad, de acuerdo con las normas establecidas para los del
Estado en la Ley Hipotecaria y sus reglamentos.

2. Adquirido un bien registrable, la Dirección General de.
Hacienda lo inscribirá en el Registro de la Propiedad, lo afectará a
la Consejería interesada y procederá a inventariarlo.

Art. 11. Paralelamente al Servicio de Inventario se establecerá
el de Contabilidad Patrimonial, que dependerá funcionalmente de
la Intervención Ge,neral. La Consejería de Economía y Hacienda
podrá solicitar la colaboración que precise de otros órganos de la
Administración o particulares, a efectos de valoración de bienes y
confección del inventario general. .

Art. 12. El Consejero de Economía y Hacienda, a propuesta
del Director general de Hacienda, elevar.á al Consejo de Gobierno,
antes de finalizar el primer semestre de cada año, el inventario
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cuantos estimen lesionados sus derechos puedan acudir, ante la
jurisdicción ordinaria. _.

Art. 20. U na vez sea firme· el acuerdo de aprobaciÓn del
deslinde, se procederá al amojonami~nto con intervención de los

~ interesados.
Art. 21. El dominio público es inalienable, inembargable e

imprescindible.
Art. 22. Nin$ún Tribunal, Juez o autoridad administrativa

podrá dictar prOVIdencia de embargo, ni despachar mandamiento
de ejecución contra los bienes y derechos del patrimonio de la
Comunidad Autónoma, en, su ámbito territorial, ni contra las,
rentas, frutos o productos del mismo, debiendo es~rse .a lo
di.puesto en la Ley General Pre.upue.taria de 4 de e.nero de 1977.

Art. 23. 1. No pueden gravarse lo. bien.. n derechos del
patrimonio de la CO{11.unidad Autónoma s,ino. con los requisitos
exigidos para su enajenación. . .

2. Tampoco puede~ realizarse transa~iones, ni someterse a
arbitraje las contiendas que se susciten sobre los mismos, salvo por
Decreto del Consejo de Gobierno, a Propuesta del Consejero de
Economía y Hacienda.

SECCiÓN 3.á AFECTACiÓN. ADSCRIPCiÓN Y CAMBIO DE DESTINO

Art. 24. La afectación de un bi~n o derecho at uso o servicio
público producirá su integración- en el dominio público.

Art. 25. Compete a la Consejería de Economía _y. Hacienda la _
afectación de los bienes integrantes del Patrimonio al uso general
o a los servicios públicos.' _-

Art. 26. Las Consejerías que precisen la afectación de bienes
patrimoniales determinados para el cumplimiento de sus fines se
diri~rán a la Consejeria de Econonña y Hacienda, que examinará ,¡ I[
la sItuación de los bienes, las-razones Indicadas y la conveniencia
o no de la afectación de los bienes al dominio público o su
conservación, en el Patrimonio, adoptando el acuerdo procedente,
sin peIjuicio de lo dispuesto en el articulo 30, 2. de la presente Ley.

Art. 27. 1. La afectación de lo. bienes patrimoniales se hará
por orden expresa, que se comunicará al Consejero interesado y al
Dele$8do de Economia y Hacienda en la provincia donde radiquen
los bIenes.' _.

2. La orden de afectación especificará los bienes que com­
prenda y el fin a. que se destinen, y recabará la designación de un
representante de la Consejeria que concurra con.el nombrado por
el Delepdo de Economía y HaCIenda al acta de afectación en fecha

,deternunada.
3. Los representantes suscribirán un aeta de afectación co'n

arreglo a modelo oficial, que será remitida a la Dirección General
de Hacienda, y una copia a la' Consejería destinataria del bien.

4. La afectación se hará constar en el Inventario General y, en
'u caso, en el Registro de la Propiedad .

Art. 28. l. Cuando la adquisición de bienes se- realice en
virtud de expropiación forzosa, la afectación se entenderá implícita
en la- misma y se dará. cuenta de aquélla a la Consejería, de
Economía y Hacienda. .. ..

2. La misma comunicaci6n te fonnulará en los casos de­
deslinde de dominio público para integrar los terrenos sobrantes en
el patrimonio de la_Comunidad Autónoma. .""

Art. 29. La desafectaci6n de los bienes se realizará mediante
el mismo procedimiento previsto para su afectación.'

Art. 30. 1. La adscripción confiere a las Coósej~rias, Orga­
nismos Autónomos o Sociedades Regionales. las facul~des de
¡estión y administración sobre bienes y derechos ad.$Critos.

2. Estas facultades no incluyen las reservadas a otros Qrganos
por la presente Ley. . _.

3. La adscripción de bienes y. derechos tiene por objeto el
cumplimiento de los fines y servicios encomendados al Organismo
de que se trate. . ~

Art. 31. L Las Consejerias directamente, los Organismos
Autónomos y las Sociedacies- Regionales, a través del Departa~

mento del que dependan administrativamente. podrán recabar de
la Consejería de Economía y Hacienda la adscripción de bienes y
-derechos del patrimonio y del dominio público. ~

Art. 32. Corresponde a la Consejeria de Economia y ffacienda
la desadscripción de bienes y de.rechos. . •

Art. 33. Las mutaciones de destino de los bienes demaniales
y patrimoniales se realizarán por la Consejería de Economia y
Hacienda. .

Art. 34. 1. Las Consejerías que precisen bienes adscritos a
otras se dirigirán a la Dirección Generar de Hacienda para que
incoe el oportuno expediente, en el que, con audiencia de todas las
Consejerias interesadas, se decidirá sobre eldestino de los bienes de
que se trate, mediante resolución motivadá. .-

2. Cuando se produzca discrepancia entre las Consejerías
interesadas o algunas d.e éstas y la Dirección General de Economía
y Hacienda, la resolución correspondiente será competencia del
Consejo de Gobierno.

SECCiÓN 2.a PROTECCIÓN y DEFENSA

Art. 17. l. La Comunidad Autónoma puede recuperar por si
misma, en cualquier momento.·la posesión indebidamente perdida
de sus bienes de dominio público. -

2. Igualmente puede recuperar los bienes patrimoniales en el
plazo de un año, contado a partir del· dia siguiente de producirse la
usurpación. Transcurrido dicho plazo. sólo pódrá hacerlo acu~

diendo ao.te la jurisdicción ordinaria.
3. No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la

Administración en esta materia.
Art. 18. 1. La Administraéión de la Comunidad Autónoma

tiene la facultad de investigar e inspeccionar la situación de los
bienes y derechos que se presuman patrimoniales., a fin de
determinar la propiedad de la Comunidad Autónoma sobre los
mismos. .

2. Todas las personas, fisicas ojurídicas, publicas o privadas,
están obligadas a colaborar, a los efectos seftalados eri este precepto,
a petición de la Dirección General dé Hacienda.

3. La falta de colaboración o entorpecimiento en la acción
investigadora será sancionada conforme a lo dispuesto en esta Ley.

Art. 19. 1. La Administración podrá d"'¡indar lo. inmuebles
patrimoniales mediante procedimiento administrativo en el que se
oiga a los interesados.

2. Iniciado el procedimiento administrativo de deslinde, no
podrá instarse procedimiento judicial con igual pretensión, ni se
admitirán interdictos sobre el estado posesorio de las fincas de la
Comunidad,. mientras no se lleve a cabo dicho deslinde.

3. El deslinde se iniciará de oficio o a instancia de los
colindantes. La aprobación compete a la Consejería. de Economía
y Hacienda, cuya resolución será ejecutiva y sólo podrá ser
Impugnada en vía contencioso-administrativa, sin perjuicio de que

a;eneral' actualizado.. El. Consejo de Gobierno publicará el citado
Inventario, en la forma que estime conveniente dentro del tercer
trimestre de cada año.

Art. 13. l. Los· Organismos autónomos y Sociedades mer­
cantiles de la Junta de Comunidades que realicen actividades
industriales o comerciales fat;ilitarán a la Consejería de Economía
y Hacienda, dentro de los quince días siguientes a su aprobación,
copia de la cuenta de ex.plotación; Balance, Cuenta de Pérdidas y
Ganancias y Memoria detallada de la gestión realizada por ellos
durante el ejercicio, ya sea directamente, ya por las Empresas que
sean partíci~s o propietarios, añadiendo en este caso la misma
documentaCIón respecto de cada una de las Empresas en particular.

2.. A la vista de. estos datos, la Consejería de Economía y
Hacienda elaboraré. un informe sobre la situación financiera del
organismo o servicio de que se trate y lo elevará al Consejo de
Gobierno y a las Cortes. Regionales en el segundo semestre del
ejercicio siguiente al que corresponda.

Art. 14. Las Sociedades mercantiles en cuyo capital sea
mayoritaria la participación de la Comunidad Autónoma o de sus
Organismos autónomos elaborarán anualmente un programa de
actuación, inversiones reales y financieras con el contenido
siguiente:

a) Un estado en el que se recogerán las inversiones reales y
financieras a efectuar durante el ejercicio social. ~

b) Un estado eo el que se especificarán la. aportaciones de la
Comunidad Autónoma o de sus Organismos participes en el capital
de las mismas, así como de las demás fuentes de financiación de'sus
inversienes. •

c) La ex.presión de los objetivos a alcanzar en el ejercicio y,
entre ellos, las rentas que se esperan generar.

d) Una Memoria de la evaluación económica de la inversión
o inversiones que vayan a inidarse en el ejercicio..

El programa a que se refiere el párrafo anterior responderá a las
preVÍClones plurianuales oportunamente elaboradas. _

Art. 15. Si las Sociedades mercantiles mencionadas perciben
subvenciones con cargo al Presupuesto General de la Junta de
Comunidades, elaboraráll anualmente, además del programa des­
crito, un presupuesto de explotación, que detallará los recursos y
dotaciones anuales correspondientes. -Asimismo elaborarán· un
presupuesto de capital si la subvención fuera de esa clase,

Art. 16. l.. Las Sociedades a que se reñeren estos articulas
elaborarán, antes del 1 de junio de cada año, el programa de
actuación, inversiones y financiación dentro de las directrices_
señaladas por la Consejería de Economía y 'Hacienda, correspon­
4iente al ejercicio siguiente, completado con una Memoria eXl?lica­
tiva del contenido del programa y de las principales modificacIones
que presente' en relación con el que se halle en VÍlor.

2. Los programas se someterán al Consejo de Gobierno por la
Consejería de Economia y Hacienda y. una vez aprobados, se
publicarán en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha».
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SECCiÓN 4.a RESPONSABILIDADES y SANCIONES

An: 35. Cualquier persona que tenga a su cargo bienes o
derecbos a los que se refiere esta Ley está obligada a su custodia,
conservación y explotación racional, y debe respónder ante la
Administración autonómica de los daños y perjuicios sobrevenidos
por su pérdida o,detrimento cuando concurran dolo o nell.1igencia.

Sin perjuicio de la obligación de indemniZar o restituir, y de las
sanciones procedentes en aplicación de la legislación pertinente en
cada caso, será sancionada con multa del tanto al cuádruplo del
valor de lo dañado. .

~ An. 36. A Jos paniculares que. por dOlo o negligencia, causen
daños a bienes demariiales o patrimoniales, o los usurpen, se les
impondni multa por el importe entre el tanto y el doble del valor·
de lo usurpado o del perjuicio ocasionado, y la obligación de
reparar o restituir. Estas responsabilidades se sustanciarán y
ejecutarán por vía administrativa. .

An. 37. El incumplimiento del deber de colaboración
impuesto en el artículo 18, 2, de la"presente Ley será castigado con
multa de 10.000 a 250.000 pesetas, sin ,perjuicio de las demás
responsabilidades a que hubiere lugar.

Art. 38. Cuando los hechos a que se refieren los -artículos.
anteriores pudieran constituir delito o falta, la Consejería afectada
10 pondrá en conocimiento de la jurisdicción penal, y se dejará en
suspenso la tramitación de los procedimientos administrativos
has~ que aquélla se pronuncie.

Art. 39. Anualmente y con anterioridad a la propuesta aja que
se refiere el artículo 12, la Inspección General de Servicios
comprobará el cumplimiento de las obligaciones exigidas por esta
Ley y emitirá un informe, que se trasladará a la Consejeria de
Economía y Hacienda.

CAPITULO 1I

Utilizaci6n del dominio publico

Art. 40. Las concesiones y autorizaciones sobre el dominio
público se otorgarán por las Consejerías, previo inforrue· de la de
Economía y Hacienda, determinando las condiciones generales
para .cada caso e incluyendo necesariamente un plazo de duración,
que será comó máximo de treinta años para las autorizaciones, y
de cincuenta, para las concesiones. La Consejería de Economía y
Hacienda velará por el cumplimiento de las obligaciones y derechos
de la Comunidad Autónoma y de los beneficiarios.

Art. 41. 1. Continuarán con la posesión de sus derechos los
titulares de concesiones- y autorizaciones otorgadas legalmente
sobre bienes de dominio público cuando éstos pierdan su carácter
por incorporarse al patrimonio de )a Comunidad Autónoma.

2. Se declarará la caducidad de las autorizaciones o concesio­
nes que hayan cumplido el plazo, y de igual forma se procederá a
medida que venzan los plazos establecides.

3. En caso de estimarse necesaria la expropiación, podrá ser
acordada por la Consejería de Economía y Hacienda.

Art. 42. Siempre que se acuerde la enajenación de bienes
patrimoniales de la Comunidad Autónoma, los titulares de los
derechos vigentes sobre ellos Que resulten de concesiones otorgadas
cuando los bienes eran de dominio públicQ tendrán preferencia de
adquisición frente a toda otra persona.

Art. 43. 1. Los Organismos Autónomos y Entes públicos de
la Comunjdad Autónoma tendrán las mismas facultades Que ésta
para liberar" los derechos (.llencionados con cargo a sus. fondos
públicos. . \

2. En caso de que los bienes reviertan al patrimonio de la
Comunidad Autónoma, tales Entidades no tendrán derecho al
reembolso de los que hubieren abonado por este concepto.

Art. 44. l. El Consejo de Gobierno, a ·propuesta del Conse·
jero de Economía y Hacienda, y dando conocimiento a las Cortes
Regionales, podrá autorizar la cesión gratuita de uso de bienes
demaniales a cualquier Organismo de la Administración pública,
por razones de, utilidad pública, justificadas en el expediente. que
también determinará las causas de cesación de uso, y por el plazo
máximo de cincuenta años. --

2. La· prórroga de la cesión deberá ser autorizada por las
Cones de Castilla-La Mancha.. ,

CAPITULO III

Régimen y utilización de dominio privado

SECCIÓN l.a ADQUISICIÓN

Art. 45. La Comunidad de Castilla·La Mancha tiene plena
capacidad para adquirir bienes y derechos:

1. Por atribución 'de la Ley.
2. A título oneroso, con ejercicio o no de la facultád de

expropiación.

3. Por herenCia, legado o donación.
4. Por prescripción.

Art. 46. l. Las adquisiciones a título oneroso de bienes
inmuebles se acordarán por la Consejería de Economia y Hacienda,
por el Consejo de Gobierno o por las Cortes Regionales, cuando el
Importe no exceda de 100 millones de pesetas, SOO millones de
pesetas o supere esta última cifra, respectivamente.

2.' Las adquisiciones que provengan del ejercicio de la facultad
de expropiación se regirán por sus normas especificas.

Art. 47. 4 adquisición de todo tipo de bienes se realizará
según lo 'Previsto en la legislación de contratación administrativa.

Art. 48. . Las herencias, lepdos o donaciones se aceptarán por
Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de
Economía y Hacienda. La aceptación de herencias se entenderá
hecha siempre a beneficio de inventario.

Art. 49. 1. Corresponde a la Consejería de Economía y
Hacienda tomar en arrendamiento los ·inmuebles que la Junta de
comunidades precise, mediante concurso público y, excepcional.
mente, por contratación directa. El Director general de Hacienda o
el funcionario en quien delegue formalizará el correspondiente
contrato.

2. Al mismo Depanamento incumbe la resolución voluntaria
de los contratos de arrendamiento.

.Art. 50. l. La adquisición por la Comunidad Autónoma de
títulos representativos del capital de Empresas mercantiles, sea por
suscripción o compra, se acordará pOr el Consejo de Gobierno, a
propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda y, en su caso,
a petición del Consejero competente por razón de la materia.

2. De igual forma se procederá para la constitución de
Empresas, pudiendo acordar el Conséjo de Gobierno la aportación
de bienes inmuebles del patrimonio. .

Art. 51. Los títulos o resguardos de depósito correspondientes
se custodiarán en la Consejería de Economía y Hacienda.

SECCiÓN 2.a UTILIZACIÓN y APROVECHAMIENTO

An. 52. Los bienes patrimoniales, en tanto conserven tal
carácter, deben ser explotados de acuerdo con el criterio de mayor
rentabilidad, bien directamente por la Comunidad Autónoma o por
los particulares, respetando en todo caso los principios de publici­
dad y concurrencia en las adjudicaciones.

Art. 53. 1. Corresponde a la Consejería de Economía y
Hacienda el ejercicio de los derechos inherentes a la participación
en Organismos, Instituciones, Entidades y Empresas que utilicen
bienes y derechos de la Comunidad Autónoma.

2. Los representantes de la administración .de estas Empresas
deben atender a las instrucciones que dicha Consejería les dicte, de
acuerdo, en su caso, con las otras Consejerías interesadas por razón
de la materia.

3. oEl ejercicio de los derechos atribuidos a la Junta. de
Comunidades, como partícipe directo de Empresas mercannles,
correspo.nde a la indicada Consejería.

Art. 54. La Consejería de Economía y Hacienda ejercerá la
vigilancia precisa para un aprovechamiento y utilización racional
de los derechos patrimoniales y solicitará para ellos la colaboración
de las otras Consejerías de la Comunidad Autónoma.

Art. 55. l. La enajenación de título representativo del capital
de Empresas mercantiles en las que la Comunidad Autónoma tenga
participación mayoritaria requerirá acuerdo del Consejo de
Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda,
previo informe de las Consejerías relacionadas con la gestión de la
Sociedad de que se trate, cuando el valor de lo que se pretenda
enajenar no exceda del 10 por 100 del importe de la participación
total que la propia Comunidad Autónoma ostente en la respectiva
Empresa.

2. En ningún caso podrá el Consejo de Gobierno acordar,
dentro de un mismo año, la enajenación de acciones o participacio­
nes que rebasen el porcentaje indicado.

3. La enajenación de acciones o participaciones en cuantía
superior a la indicada, o que suponga para la Comunidad Autó~
noma la pérdida de su condición de socio mayoritario, deberá ser
autorizada por una Ley... .

4. Excepcionalmente, bastará la autorización del Consejero de
Economía y Hacienda para enajenar los títulos cuyo valor no
exceda del 2 por 100 del- importe de la participación que la
Comunidad Autónoma ostente en la respectiva Empresa, y sin que
en ningún caso rebase la cifra de 1.000.000 de pesetas.

SECCIÓN 3.a ENAJENACiÓN, CESiÓN Y PERMUTA

Art. 56. 1. La aprobación de los expedientes de venta de
bienes, según la cuantía, deberá ser acordada por los mismos
órganos competentes para su adquisición, previsto etl. el artículo 46
de esta Ley.



39994 Miércoles 18 diciembre 1985 BOE núm. 302

2. La enajenación requerirá la declaración previa de la aliena­
bilidad de los bienes dictada por la Consejería de Economía y
Hacienda.

Art. 57. La actividad industrial y comercial realizada por los
'Organismos Autónomos y Sociedades mercantiles, as-í como las
Empresas qe que sean partícipes o propietarios, se sujetará al
régimen jurídico de la Ley de Entidades' Estatales Autónomas" Ley
General Presupuestaria y al resto de la legislación estatal.

Art. 58. l. Los bienes patrimoniales declarados enajenables
p.odrán ser permutad,os por otros ajenos, p,:revia tasación pericial,
siempre que de la misma resulte que la diferencia del valor entre
los bienes que se trate de pennutar no sea superior ál 50 por 100
del que lo tenga niayor, dando conocimiento a las Cortes Regio..
naIes..

2. Corresponde autorizar la permuta -a quien por razón de la
cuantía sería competente para autorizar la enajenación. ' .

Art. 59.. El Consej.o de Gobierno, a proPU'?"ta de la Consejería
de Economla y HacIenda. dando conOCImIento a las Cortes
Regionales, podrá ceder gratuitamente, para fines de utilidad
pública o de interés social, los bienes patrimoniales cuya afectación
o explotación DO se juzgue previsible.

Art.60. Asimismo. dando conocimiento a las Coites Regiona­
les. ·por razón de utilidad pública o interés social, podrán cederse
a las Corporaciones locales, para el cumplimiento de sus fines;
inmuebles del patrimonio de la Comunidad Autónoma sitos en sus
respectivos t~rritorios._

Art. 61. La Consejería de Economía y Hacienda adoptará las
medulas que e,stime oportunas para vigilar la aplicación efectiva de
los bIenes cedIdos a los fines que consten en el acuerdo de cesión.

Art. 62. Si los bienes cedidos no fuesen destinados al uso
preví.sto .dentro del plazo se.fialado .en el acu~rdo de. cesión. y que
en nt~gun caso será su~nor a ClOCO años, o dejasen de serlo
pos~normente. se .consIderar~ resuelta la cesión y revertirán
aquellos a la ComuOldad Autónoma, la cual tendrá derecho además
a percibir de la Corporación u Organismo, previa tasación pericial
el, valor de los detrimentos o deterioros experimentados por lo~
mismos.

, . An. 63. !.:as En:tidades y Orga1?-ismos Autónomos que reciban
bl~nes del patnmoDlo de la Comumdad Autónoma para el cumpli­
miento de sus fines no adquirirán la propiedad. sino que seguirán
forman~o parte d~ aquél. así co~o los bienes inmuebles propiedad
de las CI~¡JZ.S Enudades u OrgaD1smos Autónomos, excepto los que
se adqUieran para devolverlos al tráfico jurídico por ser objeto de
su actividad peculiar. ~

~. 64. Los derechos sobre los bienes de dominio privado
prescnben a favor y en contra de la COIllunidad Autónoma. con
arreglo a lo establecido en la legislación civil y mercantil.

Art. 65. En todos los casos de adjudicaci6n, aliena<:ión. cesión,
pe~uta y establecimiento de derechos reales sobre bienes del
patnmonIo de la Comunidad Autónoma-se observarán las disposi­
ciones aplicables de la legislación de contratos del Estad<> y demás
disposiclones específicas.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-Respecto de viviendas, locales comerCiale~ edificacio­
nes y servicios complem-entarios de promoción pública y del suelo
adquirido para el cumplimiento de sus actividades. corresponderá
a la Consejería de Política Territorial. con los mismos derechos.
oblipciones y limitaciones que la Consejería de Economía y
HacIenda, recogidos- en el artIculado de esta Ley. la facultad de
adquirir. enajenar. ceder. gravar y dictat' cuantos actos de carácter
~spositiyo sean n~os para la administración y gestión de
dichos bienes. '

Él Consejo de Gobierno. a propuesta conjunta del Consejero de
Politica Territorial y del de Economia y Hacienda, regulará por
Decreto el procedimiento y normas para el ejercicio de estas
facultades, así como la representación de la Junta de Comunidades
en el otorgamiento de escrituras públicas y firma de documentos
privados. , . .

Segunda.-EI régimen jurídieo de los bienes transferidos a la
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en niateria de
agricultura se ajustará a 10 dispuesto en esta Ley. sin perjuicio de
lo establecido en el ámbito de la legislación básica del Estado.

Tercera.-La presente Ley se aplicará con carácter supletorio a la
Sociedad de Fomento Regional, regulada por la Ley 1/1985. de 29
de enero. .

DISPOSICION FINAL

Se autoriza al Consejo de Gobierno á proceder al desarrollo
reglamentario de la presente Ley, así como para dictar cuantas
normas sean preci§&s para la ejecución y cumplimiento de lo
dispuesto en la misma.

Por tanto. ordeno a todos- lo'§: ciudadanos a los que sea de
aplicación esta Ley que la cumplan, ya los Tribunales y autorida­
des Que corresponda que l~ hagan cumplir:

Dado en Toledo a 13 de diciembre d~ 1985.

El Presidente de la JUllta
de Comunidades de Casalla-La Mancha.

JOSE BONO MARTINEZ

(Diario Oji~'ial de Castil/a-Úl Mancha numo 48, de 3 de diciembn: de'1985,)


